
La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter 
confidencial. En este contexto, es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, 
conforme a lo establecido en el artículo 30 de la Ley de Acceso a la Información Pública, se extiende 
la siguiente versión pública.
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2. En cuanto al principio de legalidad, es plenamente reconocido que en virtud del 

mismo toda la actuación de la Administración pública incluida la de este Tribunal­

debe ser necesariamente el ejercicio de un poder atribuido, construido y delimitado 

previamente por una ley (art. 86 de la Constitución de la República). «La legalidad supone 

respeto al orden jurídico en su totalidad, lo que comprende a la Constitución. Por ello, la 

legalidad no es sólo sujeción a la ley, sino también -y de modo preferente- sujeción a la 

Constitución. Y es que, sobre la expresión ley no debe olvidarse que -en virtud de los 

principios de supremacía constitucional, jerarquía normativa y regularidad jurídica-, la 

disposición legal debe ser conforme, en forma y contenido, a la normativa constitucional» 

(sentencia de la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, del 1 7  de 

diciembre de 1997, Proceso de Amparo 1 1 7-97). 

La aplicación del principio de legalidad en materia administrativa sancionadora, al 

igual que en el derecho penal, «no sólo constituye una exigencia de seguridad jurídica que 

requiere el conocimiento previo de los delitos o infracciones y de las penas o sanciones, 

sino que también constituye una garantía política hacia el ciudadano de que no puede ser 

sometido a penas o sanciones que no hayan sido aceptadas previamente, evitando así los 

abusos de poder ( . . .  ). Así, a la norma jurídica que garantiza el principio de legalidad de la 

pena se le imponen ciertos requisitos: a) lex previa, que implica la prohibición de la 

retroactividad de las leyes sancionadoras; b) lex scripta, que excluye la costumbre como 

posible fuente de delitos (infracciones) y penas (sanciones) e indica que la norma jurídica 

tiene categoría de ley cuando emana del Órgano Legislativo; y c) lex stricta, exige que la 

ley establezca en forma precisa las diversas conductas punibles y las sanciones respectivas» 

(sentencia de la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, del 28 de mayo 

de 1999, dictada en el proceso de amparo 422-97). 

En coherencia con los razonamiento que se vienen exponiendo, es oportuno agregar 

que la Ley de Ética Gubernamental, en sus arts. 2, 4, 5, 6, 1 8  y 24, delimita su ámbito de 

aplicación en cuanto a los sujetos a quienes se aplica la misma y a los hechos que serán 

sometidos al conocimiento del Tribunal; es decir, que conocerá de las infracciones que se le 

atribuyan a un servidor público por incumplimiento de los deberes éticos o transgresión de 

las prohibiciones éticas establecidas en la referida ley. 

En cuanto al ámbito de aplicación temporal, es decir, lo relativo a la aplicación de la 

ley en el tiempo, no debe desconocerse que la Ley de Ética Gubernamental fue emitida 

mediante Decreto Legislativo Nº 1038 del 27 de abril de 2006, publicado en el Diario 

Oficial Nº 90, tomo 371 del 18  de mayo del mismo año, y que se encuentra vigente desde 

el día 1 de julio de 2006, según el art. 40 de la misma. 

3. En general, la potestad sancionadora administrativa tiene una doble 

manifestación, externa e interna. Externamente, la Administración está facultada para 

aplicar un régimen de sanciones a los particulares que infrinjan el ordenamiento jurídico. AJ 
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oficiales, las cuales se encuentran reguladas en la letra b) del art. 5 y las letras i) y j) del art. 

6, todos de la LEG. 

b) Calificación jurídica. 

Para establecer si los hechos probados encajan en la norma administrativa 

sancionadora aplicable al caso, es necesario elaborar el juicio de tipicidad. De este análisis 

resultará la calificación jurídica adecuada, que es una facultad de este Tribunal, que en 

modo alguno no se encuentra vinculada a la calificación propuesta por la sociedad 

denunciante, ni a la calificación provisional establecida basta antes de esta decisión. 

Así puede ocurrir, que los hechos probados encajen en la calificación juridica 

previa, en otra infracción distinta contenida en la Ley de Ética Gubernamental, o que no 

encaje en alguna norma sancionadora de la LEG. 

Por lo anterior, en la presente resolución se tiene por objeto resolver en primer lugar 

si el ingeniero Carlos José Guerrero Contreras, en su calidad de ministro de Medio 

Ambiente y Recursos Naturales, ha vulnerado la Ley de Ética Gubernamental al omitir 

incluir en la certificación del expediente enviado a la Fiscalía General de la República el 

escrito presentado el 9 de mayo de 2007, mediante el cual la parte denunciante interpuso 

recurso de revisión contra la resolución que confirmó las medidas preventivas dictadas por 

dicho Ministerio. Por tal omisión, la sociedad denunciante le atribuye la transgresión al 

deber ético de cumplimiento y la prohibición ética de alterar documentos oficiales, normas 

contenidas en el art. 5 letra b) y art. 6 letra j) de la LEG. En segundo lugar, es necesario 

determinar si el ingeniero Carlos José Guerrero Contreras al no resolver el escrito señalado 

así como los escritos de fecha 1 4  de febrero, 7 de marzo y 24 de abril todos de 2008, ha 

transgredido la prohibición ética de retardar sin motivo legal los trámites o la prestación de 

servicios administrativos, según lo establecido en el art. 6 letra i) de la LEG. 

En lo que se refiere al primer punto de la pretensión, el motivo de hecho que dio 

lugar a la denuncia es que el ingeniero Carlos José Guerrero Contreras, en su calidad de 

ministro de Medio Ambiente y Recursos Naturales, ha violentado el deber ético de 

cumplimiento establecido en la letra b) del art. 5 de la LEG, pues ha sido irresponsable, 

falto de diligencia y carente de buena fe, al omitir incluir en la certificación dirigida a la 

Fiscalía General de la República la prueba de descargo (recurso de revisión), y por esa 

misma omisión se le atribuye la infracción de la prohibición ética de alterar documentos 

oficiales contenida en el art. 6 letra j) de la LEG, pues al no incluir en la certificación que el 

denunciado envió a la Fiscalía General de la República, el documento oficial se convirtió 

en un elemento de prueba en contra de sus intereses (fs. 3). 

En cuestiones de tipicidad, cuando los hechos analizados pueden ser susceptibles de 

ser calificados en más de alguna norma, el intérprete debe seleccionar la norma jurídica 

más adecuada. 
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Respecto a) quebrantamiento de la prohibición ética contemplada en el art. 6 letra i) 

de la LEG que consiste en ''Retardar sin motivo legal los trámites o la prestación de 

servicios administrativos", importa dejar clara la idea que el análisis respecto de tal 

prohibición, según la competencia de la que goza éste Tribunal, se encuentra circunscrito a 

la referencia de la Ética pública, pues al trascender de este límite habrá otros tipos de 

sanciones en otras áreas del ordenamiento juridico que ya no son competencia del Tribunal. 

En virtud de lo anterior, se vuelve necesario conjugar los términos que conforman 

su tipificación para efectos sancionadores. Así, el verbo principal es retardar, mismo que 

en términos generales según el significado que da el Diccionario de la Real Academia 

Española, proviene de la raíz latina "retardare" que significa diferir, detener, entorpecer, 

dilatar. 

El legislador acompaña a la prohibición de retraso la no existencia de motivo legal 

alguno. El término "motivo" aplicado al ámbito jurídico es, según el Diccionario Jurídico 

Abeledo Perrot, sinónimo de "móvil", causa, fin, razón o fundamento de un acto. Al 

enlazar ambos términos y en estricto sentido, en lo que se refiere a conductas humanas, 

motivo legal implica una causa, razón, o fundamento legal que autoriza, justifica, manda o 

impide hacer alguna acción u omisión. 

Es decir que si hubiere un motivo legal por el cual se fundamente un atraso, la 

conducta es justificada por la misma Ley. En este sentido no basta analizar el simple 

retraso, sino que es necesario constatar que ese retraso no esté cubierto por una causa legal 

que lo permita. Sólo si ese motivo legal justificado no existe, entonces habrá lugar a la 

sanción contemplada en la norma que se analiza en la presente decisión. 

El objeto del retraso debe recaer necesariamente sobre dos situaciones: en los trámites 

administrativos o en la prestación de servicios administrativos. 

Trámite es, según el Diccionario de la Real Academia Española, cada uno de los 

estados y diligencias que hay que recorrer en un negocio hasta su conclusión. Se entiende 

por servicios administrativos aquellos que se brindan de parte de los servidores públicos 

para dar satisfacción en forma regular y continua a cierta categoría de necesidades de 

interés particular o general, según corresponda. 

Sobre el anterior análisis recae el supuesto retardo de parte del denunciado a la 

resolución del escrito de revisión presentado por la sociedad denunciante el día 9 de mayo 

de 2007 y a los escritos de fechas 14 de febrero, 7 de marzo y 23 de abril de 2008, los 

cuales se interpusieron solicitando una certificación literal de todo el expediente 

administrativo y que se instruyera lo necesario para exhibir sin dilaciones el acceso a dicho 

expediente. 

Importa señalar que este Tribunal se limitará a analizar los hechos a la luz de la 

obligación insoslayable que tiene el servidor público de actuar sin dilación alguna, salvo 

que su retraso sea justificado. 

�v 
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El art. 97 de la Ley del Medio Ambiente establece que toda resolución pronunciada 

en la fase administrativa admitirá el recurso de revisión, el cual conocerá y resolverá el 

Ministerio con vista de autos dentro del plazo de diez días hábiles. El plazo para 

interponerlo será de cinco días hábiles contados a partir de la notificación y tendrá carácter 

optativo para efectos de la acción contencioso administrativa. 

El art. 16 número 2 y 1 1  del Reglamento del Órgano Ejecutivo establece que los 

Ministros y Yiceministros tendrán, además de las obligaciones determinadas en la 

Constitución, leyes secundarias y otros reglamentos, las siguientes: 

-Conocer, tramitar y resolver los asuntos de su competencia, excepto aquellos que, 

por disposición de la Constitución, leyes, reglamentos o disposición expresa del Presidente 

de la República, sean reservados al conocimiento de éste o del Consejo de Ministros; 

- Cumplir y hacer cumplir todas las disposiciones legales y reglamentarias que se 

relacionen con el desempeño de sus funciones. 

Además, tal como ha señalado la Sala de lo Contencioso Administrativo, el recurso 

de revisión es ''un típico recurso de reconsideración, por medio del cual el administrado 

titular de un derecho subjetivo o un interés legítimo, impugna un acto administrativo ante la 

autoridad que lo emitió, por considerar que los datos objetivos que aparecen en el 

expediente administrativo fueron apreciados de manera incorrecta o no se tomaron en 

debida consideración las reglas vigentes en el ordenamiento jurídico; buscando con ello que 

la administración examine nuevamente su decisión, a efecto de obtener su modificación, 

sustitución o revocación''( Sentencia Definitiva 167-S-2003). 

•Con fundamento en lo anterior, este Tribunal llega a la primera conclusión de que 

es al denunciado a quien le corresponde conocer y resolver el recurso de revisión acá 

planteado. 

En el presente procedimiento administrativo sancionador, según copia de boleta de 

ingreso de correspondencia del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, se 

estableció que el escrito del recurso de revisión presentado el 9 de mayo de 2007 fue 

marginado por el Ministro de dicha cartera para su correspondiente trámite el día 11 de 

mayo de 2007 (fs. 73). 

La sociedad denunciante ha presentado como prueba documental copia del escrito 

de recurso de revisión con la constancia de haber sido recibido -debidamente sellado- por el 

Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

Ha quedado comprobado que hasta el día 30 de julio de 2008, mediante nota de 

fecha 17 de julio de 2008, el Ministro comunicó al licenciado Serarols Vela que el supuesto 

escrito de recurso de revisión no constituye en sí, un documento objeto de análisis jurídico, 

pues tal documento es únicamente una fotocopia simple y, como tal, no puede ser agregado 

al expediente de mérito (fs. 119 al 120, 136 al 1 38). 





20 

administrativa. De este modo, mientras la faceta objetiva del ejercicio de la potestad 

sancionadora se ciñe a la existencia de los hechos tipificados como constitutivos de la 

infracción, la subjetiva se divide en dos vertientes: una activa, determinada por la 

titularidad de la competencia administrativa habilitadora del ejercicio de la potestad 

punitiva, y una pasiva, integrada por una persona responsable de la vulneración de la norma 

sancionadora. 

Es pues, en el plano subjetivo pasivo del ejercicio de la potestad sancionadora, 

donde se desenvuelve el problema de la culpabilidad, la cual, como se conoce por la 

dogmática penal, consiste en el «reproche personal que se dirige al autor por la realización 

de un hecho típicamente antijurídico» (José Garben Llobregat, "El Procedimiento 

Administrativo Sancionador') y se exige que la aplicación de la sanción esté condicionada 

por la existencia frente al sujeto pasivo de un título de imputación ( el dolo, la culpa o 

negligencia y la falta de diligencia debida). 

En otras palabras, la realización de una conducta sancionada por la Ley debe ser 

imputable al autor de la conducta. 

En el presente caso, ha quedado comprobado que el denunciado tuvo conocimiento 

oportuno del recurso de revisión interpuesto el día 9 de mayo de 2007 ante el Ministerio de 

Medio Ambiente y Recursos Naturales, surgiendo a partir de ese momento la 

responsabilidad de tramitar y resolver un asunto de su competencia. 

En consecuencia, puede afumarse que el retraso originado en el trámite del recurso 

interpuesto el 9 de mayo de 2007 es imputable al ingeniero Carlos José Guerrero Contreras, 

en su carácter de ministro de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y que a ese retraso no 

le asiste ninguna justificante legal. 

Los anteriores argumentos permiten que este Tribunal concluya que el ingeniero 

Carlos José Guerrero Contreras, en su carácter de ministro de Medio Ambiente y Recursos 

Naturales, ha transgredido el art. 6 letra i) de la Ley de Ética Gubernamental, al no resolver 

el recurso interpuesto por la sociedad denunciante el día 9 de mayo de 2007. 

• La anterior situación es similar cuando se analizan los escritos presentados los días 

14 de febrero, 7 de marzo y 24 de abril todos de 2008, los cuales se interpusieron 

so1icitando al denunciado certificación literal de todo el expediente administrativo y que se 

instruyera lo necesario para exhibir sin dilaciones el acceso a dicho expediente. 

En el presente procedimiento se ha probado que los escritos antes relacionados 

fueron presentados ante el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, que iban 

dirigidos al Ministro y que los mismos fueron recibidos en dicha cartera de Estado (fs. 47 al 

49 y 181 al 182). 

En el informe rendido por el denunciado (fs.181 al 182), se hace constar que los 

escritos anteriores fueron oportunamente marginados en el despacho ministerial, surgiendo 

a partir de ese momento la obligación del denunciado de conocer y resolver un asunto de su 
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competencia. Además, recordemos que ha quedado demostrado que no se trató de un solo 

escrito sino que de tres peticiones formuladas en el mismo sentido y en diferentes fechas, 

por lo que el denunciado tuvo conocimfonto reiterado de la misma solicitud. 

La parte denunciante ha probado que fue hasta el día 7 de mayo de 2008 que vía fax 

se comunicó al licenciado Francisco José Serarols Vela, apoderado general judicial de la 

sociedad denunciante que, en atención al escrito de fecha 23 de abril de 2008, se concedería 

la petición siempre que se proporcionara el papel correspondiente (fs.194 y 197). Al 

respecto, este Tribunal señala enfáticamente que según la prueba aportada por la sociedad 

denunciante y tal como lo estableció el denunciado en el infonne rendido a esta sede, la 

solicitud efectuada devenía desde el 14 de febrero de 2008. 

Además, consta a folios 1 18  y 199 que con fecha 1 6  de mayo de 2008 el ingeniero 

Carlos José Guerrero Contreras, elaboró un escrito dirigido al licenciado José Serarols Vela 

en el que señala, entre otras cosas, que se estaba en proceso de certificar el expediente del 

proceso administrativo sancionador referencia MARN-PAS-MP-6-2007, por lo que 

oportunamente se le haría la entrega oficial del mismo, situación que difiere con el infonne 

rendido por el denunciado a folios 181 y I 82 que señala que desde eJ día 14 de mayo de 

2008 la certificación extendida se encuentra en calidad de resguardo en la Dirección 

General de Asuntos Jurídicos. 

Con la prueba aportada en este procedimiento, se observa claramente que la 

respuesta brindada a la parte denunciante no tenia complejidad alguna que justificara una 

demora para extender la certificación solicitada. Si bien es cierto, no existe un plazo legal 

para tramitar y resolver los escritos señalados, ello no constituye motivo alguno para que la 

respuesta permanezca indefinidamente aplazada o demorada. Según lo alegado por la parte 

denunciante bastaba que una vez recibida la solicitud se comunicara en la brevedad posible 

que para acceder a tal petición se necesitaba proporcionar el papel correspondiente. 

Por lo anterior, se advierte que en el presente procedimiento ha existido no sólo un 

retraso por parte del denunciado sino también un motivo injustificado para no tramitar 

ágilmente las solicitudes dirigidas a su persona 

Además, la responsabilidad atribuida al denunciado deviene no sólo por tratarse de 

la persona obligada a resolver la petición sino que también por ser el funcionario público 

más importante de la estructura jerárquica de la institución a la que pertenece y por estar 

investido de un poder de decisión cuya voluntad se expresa a través del desarrollo de actos 

de diversa naturaleza que deben buscar satisfacer el interés social o estatal. 

De acuerdo con la prueba aportada y la delimitación de los hechos probados este 

Tribunal concluye que el servidor público denunciado ingeniero Carlos José Guerrero 

Contreras, en su carácter de ministro de Medio Ambiente y Recursos Naturales, ha 

transgredido la prohibición ética de <<Retardar sin motivo legal los trámites o la prestación 






